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VISTO

La solicitud de pronunciamiento propuesto por la Comisión abierta de géneros y Diversidades
del Centro de Estudiantes de la Facultad de Ciencias Sociales - Conducción Tinkunaco La Bisagra,
sobre declaraciones de instituciones de salud de la Provincia de Córdoba ante el reconocimiento de
derechos para las mujeres y personas gestantes en nuestro país.
CONSIDERANDO:

Que el Hospital Privado Universitario de Córdoba, la Clínica Reina Fabiola y la Clínica del Sol
no solo se posicionaron en contra del aborto sino que también en el caso de ser aprobada la ley exigen
la objeción de conciencia institucional. El comunicado del Hospital Privado así lo expresaba: “Nos
unimos a la voz de todos los que vienen pidiendo que se proteja integralmente la vida, y, en su caso,
abogamos por una legislación que respete la objeción de conciencia individual e institucional, que
respete la libertad de pensar y de creen de asociarse y de trabajar, de cuidar y de curar, de salvar y de
sanar sin que se corra el riesgo de prisión, de inhabilitación o de clausura por actuar de acuerdo a su

propia conciencia e ideario.” (Fuente www.perfil.com).

Que la semana pasada el movimiento feminista, y gracias a él, toda la sociedad, tuvo la enorme
victoria de conseguir la media sanción al proyecto de Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo de
la Cámara de Diputados/as de la Nación.

Que el camino por el reconocimiento legal es largo y sinuoso, que aún queda mucho por reco—
rrer; pero creemos que es una conquista rotunda, y que no debemos dar ni un paso atrás ni permitir
atropellos al ejercicio de derechos de las personas gestantes.

Por ello,

EL HONORABLE CONSEJO DIRECTIVO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS SOCIALES

DECLARA:

ARTÍCULO lº: Repudiar las declaraciones de ciertas instituciones de salud en relación a la
aprobación en la Cámara de Diputados del proyecto de Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo
como el Hospital Privado Universitario de Córdoba, la Clínica del Sol y la Clínica Universitaria Reina
Fabiola que se oponen a los artículos de la ley que disponen su responsabilidad de garantizar la práctica
y que prohíben la objeción de conciencia institucional. El proyecto de ley establece en su artículo 13 la
responsabilidad de los establecimientos de salud de efectivizar la interrupción voluntaria del embarazo,
sin autorización judicial previa, sin requisitos que diñculten el acceso y debiendo garantizar a la mujer
o persona gestante la utilización de la mejor práctica disponible según recomendaciones de la
Organización Mundial de la Salud. Además dispone que la atención debe ser ágil e inmediata,
respetando la privacidad durante todo el proceso. Por otro lado, el artículo 15 regula la objeción de
conciencia. Dispone que la única forma para que el/la profesional de la salud pueda eximirse de su

obligaciómde garantizar el acceso a la práctica es a través de la manifestación previa, individual y
escrita de su objeción de conciencia. Esta objeción debe mantenerse en tódos los ámbitos, públicos o

privados, en los que se desempeñe. No rige la objeción en el caso de que la vida o la salud de la mujer
o persona gestante estén en peligro y requiera atención médica inmediata. Luego, dispone que cada
establecimiento debe llevar un registro de profesionales objetores, y prohíbe expresamente la objeción
de conciencia institucional y/o de ideario. Además, dentro de las modificaciones al Código Penal, se

prevé el agregado de un artículo que contempla el delito cometido por las autoridades de los
establecimientos salud o profesionales de la salud que dilaten injustiñcadamente, obstaculicen o se

nieguen a practicar un aborto cuando está legalmente autorizado. Se reprime esta conducta con prisión



de tres meses a un año, y se agrava la pena si como resultado se genera perjuicio en la vida o la salud
de la mujer o persona gestante. Los establecimientos de salud se expresaron en contra de la ley en

general y de estos artículos en particular, argumentando que quieren “elegir cómo curar y cuidar a los

argentinos”, que tienen el deber de defender “los derechos del más débil de la sociedad” y que su

trabajo requiere el “respeto a la libertad de conciencia institucional”. Para empezar, recordamos que los
establecimientos de salud, aún los privados, deben respetar y cumplir con reglas y estándares de
atención para garantizar el derecho a la salud, en general, de todos sus pacientes, incluida la salud
sexual y reproductiva. Esto implica que la actividad médica y el ejercicio de las profesiones
relacionadas con la salud son regladas, no libres. Por otro lado, la pretendida defensa o protección “del
más débil” no podría darse en el marco de la negación de una práctica médica autorizada por la ley.
Menos cuando el espíritu de la ley es el de remediar el problema de las muertes maternas evitables. El

proceso democrático de sanción de esta ley, aún incompleto, fue hasta ahora ejemplar. Durante dos
meses lxs diputadxs escucharon las exposiciones de cientos de expertxs en la materia. Muchxs de lxs

expositores pertenecen a la comunidad médica, incluido el actual Ministro de Salud, Adolfo

Rubinstein, que recomendó la legalización. Igual que él, los ex Ministros de Salud Ginés González
García y Daniel Gollán dieron sus argumentos apoyando la ley. Por último, remarcamos que la ley
aprobada en la Cámara Baja contempla la objeción de conciencia individual. Por lo tanto, lxs

profesionales de salud que consideren que la práctica del aborto está en contra de sus creencias

religiosas o morales, pueden negarse a hacerla siempre y cuando respeten las disposiciones de la ley. La

posibilidad de objetar sólo puede tenerla un individuo con agencia moral, es decir, un individuo que

puede realizar actos y darles un significado a los mismos. Una institución, como tal, no tiene agencia
moral, y por lo tanto, consideramos acertada la prohibición de la objeción de conciencia institucional

que propone la ley. El hecho de que existan centros de salud que se nieguen a realizar esta práctica de

manera absoluta, constituye un obstáculo para el respeto de los derechos sexuales y reproductivos de

las mujeres y personas gestantes. Con estas declaraciones de ejercicio de una pretendida conciencia

basada en estatutos jurídicos, las autoridades de centros de salud, además de limitar el derechos, están

ejerciendo una clara presión sobre la libertad de conciencia de su planta de profesionales Las

instituciones de salud deben asumir un compromiso con la salud sexual y reproductiva, en consonancia

con el proyecto de ley -en caso de entrar en vigencia-, otras leyes relacionadas y vigentes, y las

disposiciones que sobre esta materia contienen los tratados internacionales de derechos humanos en

temas de salud. Quien está a cargo de tutelar los derechos de toda la ciudadanía es el Estado, a través de

su potestad legislativa, como en este caso, y de políticas públicas que hagan efectiva su aplicación. Las

entidades de salud deben, en consecuencia, acompañar estas decisiones. Fundación para el Desarrollo

de Políticas Sustentables Cuerpo de Abogadas Feministas de Córdoba

ARTÍCULO 3º: Protocolizar. Publicar. Oportunamente Archivar .

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL HONORABLE CONSEJO DIRECTIVO DE LA

FACULTAD DE _ ENCIAS SOCIALES A LOS DIECIOCHO DIAS DEL MES DE JUNIO DEL
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